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Capítulo 6
La otra cara de la reforma: la 
nueva disciplina y la misma 
administración del Poder 
Judicial de la Federación
Alfonso Oñate Laborde1 

Este análisis se centra en una comparación entre la situación que dio origen 
al Consejo de la Judicatura Federal en 1995 y la que priva antes de su inmi-
nente reemplazo por dos nuevos órganos: el Tribunal de Disciplina Judicial 
y el Órgano de Administración Judicial.

En los últimos treinta años las cuatro reformas detonadas por modificacio-
nes al texto constitucional en 1995, 1999, 2021 y la de 2024 que se encuentra 
en curso sugerirían formar parte de un proceso compuesto por análisis, revi-
sión y corrección de deficiencias detectadas en la reforma anterior. Nada más 
lejano a la realidad. Cada una de ellas se ha visto acompañada de una profusa 
difusión que pone el énfasis en su carácter fundacional y se le adereza con 
el adjetivo de histórica.

Llama la atención que estas reformas judiciales de las tres décadas más 
recientes han mencionado invariablemente como uno de sus objetivos el 
acercar la justicia a la gente y el atender la seria insatisfacción de la población 
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con la administración de justicia. Una vez más no se alcanzará este noble 
propósito. Se ha cometido el mismo error de iniciar la reforma judicial en la 
cúspide del sistema en lugar de hacerlo en los subsistemas de la justicia del 
fuero común que además de ser a los que primeramente acude la población a 
plantear los asuntos de que se duele, es la que acusa mayores rezagos cuando 
se le compara con la justicia federal. 

No menos importante resulta el hecho de pasar por alto que el sistema 
de justicia a nivel nacional comprende, además de las instituciones juris-
diccionales, a los sistemas de seguridad y procuración de justicia. Estos son 
no sólo los que tienen mayor visibilidad y los cuales manifiestan cotidiana-
mente mayores y más urgentes problemas que atender, sino los que infieren 
mayores dolores y afrentas a la población, al tiempo que ponen en jaque al 
Estado de derecho.

El lanzamiento de las reformas judiciales contrasta con el de su reempla-
zo o modificación pues, en vez de darse a conocer un diagnóstico o estudio 
que muestre insuficiencias y proponga modificaciones, se recurre de nuevo 
a objetivos similares o los del lanzamiento de la reforma previa con cambios 
que no se aprecia cómo podrán conseguirla. 

Ejemplo de ello es la escisión del Consejo de la Judicatura Federal en 
dos órganos independientes que no ha sido uno de los aspectos que mayor 
atención ha merecido por parte de los análisis surgidos a partir del anuncio 
de la reforma judicial durante el último año.

Esto llama la atención por varios motivos. En primer lugar, la vasta difu-
sión de la reforma en curso se ha concentrado en el hecho de que por primera 
vez en la historia judicial mexicana será el voto ciudadano, directo y secreto, 
el que llevará a las personas juzgadoras a dirimir controversias; y, con ello, 
les brindará lo que se supone una nueva legitimidad a su investidura. 

Sin embargo, hasta ahora se ha escabullido del escrutinio público el he-
cho de que los únicos integrantes de primer nivel del nuevo Poder Judicial 
que escapan a esta renovada legitimidad serán los integrantes del órgano de 
administración judicial. Esta singularidad no parece resultado de un simple 
descuido puesto que la reforma constitucional de 15 de septiembre de 2024 
sí comprendió modificaciones tales como la disminución del número de in-
tegrantes, así como la adecuación de la duración del encargo, así mismo el 
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ajuste al nombramiento de sólo un miembro del órgano administrativo del 
Poder Judicial de la Federación por parte del Senado de la República, en 
lugar de los dos consejeros que hasta ahora le han correspondido nombrar.

Este es sólo uno de los casos en los que resulta difícil dilucidar qué se 
intenta corregir o cuál es el propósito de efectuar algunos de estos cambios. 
La exposición de motivos, los dictámenes de comisiones legislativas y las 
escasas deliberaciones parlamentarias no logran alumbrar las zonas som-
brías para apreciar el objetivo específico de ciertos cambios. En el caso de 
los cambios en el diseño institucional, y sobre todo antes de poder verlo en 
funcionamiento, resulta particularmente complicado el predecir o vislumbrar 
si los inminentes cambios habrán de ser avances o regresiones.

Mientras, en el caso de la reforma de 1995 se señaló explícitamente la 
necesidad de atender la creciente agenda administrativa de un Poder Judi-
cial de la Federación en constante crecimiento para así propiciar una más 
pronta atención de la litigiosidad de la población. Así también en la arena 
política se advertía el inicio del fin del partido político hegemónico. La na-
ciente pluralidad requería de métodos menos informales y más predecibles 
para resolver las distintas controversias y diferencias entre autoridades de 
los diversos órdenes de gobierno, pues ya no podían dilucidarse dentro del 
ámbito partidista. El dirimir estas disputas precisaba de un órgano ajeno al 
medio político, situado por encima de las partes en pugna y con autoridad 
para hacer a un lado los criterios y razones políticas que hasta ese momento 
había permitido solucionarlos.

En este contexto de transición democrática se ideó la creación de un ór-
gano que pudiera devenir en un tribunal constitucional. Se optó porque la 
Suprema Corte se hiciera cargo de estas nuevas funciones y se abocara a 
resolver las controversias y acciones de inconstitucionalidad, pero sin aban-
donar aquellas responsabilidades que le correspondían como última instancia 
de revisión de legalidad de las resoluciones de tribunales.

Este reajuste exigió que una institución distinta y ajena a la Suprema 
Corte, dentro del diseño institucional previsto en la reforma de 1995, se 
ocupara de lidiar con la creciente agenda administrativa de un poder judicial 
que pudiera hacer frente al agobiante rezago judicial, convertido en el flagelo 
del poder judicial durante todo el siglo XX. 
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El diseño trazado para encarar estas dos exigencias —la jurisdiccional y la 
administrativa— fue crear un ente encargado exclusivamente del gobierno, la 
administración y la disciplina del Poder Judicial de la Federación, con excep-
ción de la Suprema Corte y así acentuar su distancia respecto a esta última. 
Durante las deliberaciones legislativas se introdujo un elemento no previsto 
en la iniciativa, y que más adelante sería fuente de fricciones entre dos ins-
tituciones que ya en otras partes del mundo sostenían frecuentes pugnas: el 
órgano diseñado para concentrarse exclusivamente en labores jurisdicciona-
les se vio cada día más inclinado a inmiscuirse en asuntos administrativos y, 
por su parte, el órgano administrativo se vio precisado a distraer sus esfuerzos 
en pugnas internas en vez de dedicarse a una planeación de mediano y largo 
plazo que pudiese al menos esbozar el poder judicial federal para el siglo 
entonces venidero.

Estos desencuentros imprevistos en la reforma original se resolvieron con 
la del 1999, que volvió a meter de lleno a la Corte en asuntos no jurisdicciona-
les que iban desde nombramientos de integrantes del Consejo de la Judicatura 
Federal hasta la revisión de los acuerdos generales dictados por éste.

El renglón administrativo del presidente de la Corte de nueva cuenta 
engrosó y en algunos casos tendió a la centralización. Esta tendencia se 
acentuó con la reforma constitucional de 2020 que privilegiaba la centrali-
zación de las decisiones con el consiguiente detrimento de la autonomía de 
las personas juzgadoras.

Ahora bien, conviene señalar que la reforma del 2024 muestra buen juicio 
al diferenciar las presidencias de la Suprema Corte frente las del Órgano de 
Administración Judicial y del Tribunal de Disciplina judicial. Sin embargo, 
como se expondrá, se advierte cierta tendencia a lo que pudiera llamarse la 
balcanización del Poder Judicial de la Federación, que entraña serios riesgos 
para la independencia judicial al volverlo vulnerable no solamente ante los 
otros dos poderes sino ante grupos o factores de poder ajenos a las institu-
ciones estatales. 

Una vez dicho lo anterior no queda clara la solución adoptada pues en vez 
de robustecer a un único órgano de administración, máxime al corresponder-
le ahora la administración de la totalidad de los órganos del poder judicial  
—incluida la Suprema Corte— se le priva de la función disciplinaria mediante  



78

la creación de un tribunal que se haga cargo tanto de la disciplina como  
de la vigilancia. 

Similar dificultad surge al tratar de encontrar la razón por la cual el nú-
mero de integrantes del órgano de administración —ahora encargado de la 
totalidad del Poder Judicial de la Federación— se redujo justo cuando sus 
responsabilidades aumentaron. Y no sólo se trata de un aumento en las res-
ponsabilidades, sino de retos particularmente complejos. La administración 
tanto del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación como de la 
Suprema Corte de Justicia traerá consigo dificultades de no fácil solución, 
pues implicará, entre otras tareas, desmantelar las estructuras administrativas 
de ambas instituciones. Todo esto deberá hacerse en un contexto de tiem-
po limitado, con escasos meses disponibles para diseñar nuevas estructuras 
administrativas para un poder judicial federal unificado y para elaborar un 
presupuesto consolidado. A ello se suman las probables exigencias y deman-
das de los dos órganos jurisdiccionales en materias disciplinaria y electoral, 
así como del tribunal constitucional.

Dicho lo anterior, este diseño aparentemente inopinado pudiera conver-
tirse en una ventaja puesto que resulta menos complicado, sobre todo de 
inicio, construir consensos y cohesión en órganos colegiados más pequeños. 
Respecto a este necesario entendimiento entre las personas integrantes del 
órgano de administración judicial parece una muy mala idea el que ellas y 
ellos rindan protesta ante quien los nombró: el Pleno de la Suprema Corte, 
el Pleno del Senado y la persona titular del Ejecutivo federal. Este acto, que 
puede ser visto como protocolario o nimio, contribuye en muy poco a dotar 
a quienes integrarán el órgano administrativo de uno de los tres poderes del 
Estado con una imagen de autonomía que resultaría de gran utilidad para 
desempeñar su responsabilidad.

Entre los innegables escollos que habrá de sortear el órgano recién creado 
se encuentra también el que el nombramiento de quien presidirá el órgano 
administrativo resulte de una insaculación. Estos mecanismos a primera vista 
parecen asépticos, sin embargo las experiencias cuando surgió el Consejo de 
la Judicatura Federal y se nombró por esta vía hasta en dos ocasiones a los 
primeros consejeros del poder judicial mostraron que esa forma de selección 
solamente funciona cuando todas las personas insaculadas cumplen con el 
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mismo perfil y resultan equiparables. Hace treinta años, el entonces naciente 
consejo tuvo en un mismo año dos integraciones distintas y prácticamente 
perdió su primer año de vida por ese desafortunado método de selección.

Sin duda resulta un acierto el que la ley contemple que los integrantes del 
órgano de administración judicial puedan tener estudios, formación, expe-
riencia y habilidades distintas a las de una persona que egresa de la carrera 
de derecho, indiscutiblemente el seleccionar este tipo de personas habrá de 
ser de gran ayuda para mejorar la administración del Poder Judicial Federal. 
Por ello, resulta inexplicable el que para las personas que se desempeñen 
como secretarias y secretarios ejecutivos deben tener un título profesional 
de licenciado en derecho.

Ante la carga de trabajo que habrá de enfrentar el naciente órgano admi-
nistrativo —incluyendo el marco regulatorio que requerirá el nuevo poder 
judicial, así como las estrategias y protocolos para reclutar, contratar, y ca-
pacitar a los nuevos servidores públicos— es indispensable que eviten la 
tentación, ante un medio laboral con el cual no estarán familiarizados, de 
caer en prácticas administrativas de microgestión.

Los desafíos para encarar en la arena administrativa exigen de las per-
sonas que integren el nuevo órgano concentrarse en el diseño de políticas 
públicas a mediano plazo que permitan establecer un mapa de ruta que logre 
proveer a la totalidad de los órganos jurisdiccionales federales de instalacio-
nes, insumos y recursos adecuados. Al mismo tiempo es indispensable que 
las personas juzgadoras puedan dedicarse de manera exclusiva a la función 
jurisdiccional con la cual muchas no son avezadas y precisarán de parte de 
la escuela nacional de formación judicial instrucción intensiva e inmediata.

Uno de los factores críticos de éxito del poder judicial lo constituye el de 
una adecuada coordinación entre los dos órganos, que hasta antes de esta últi-
ma reforma eran parte del mismo Consejo de la Judicatura. Uno de los cuales 
tiene por vocación la evaluación del desempeño judicial, mientras el otro está 
a cargo de la carrera judicial, la supervisión de los órganos auxiliares, así 
como de los aspectos administrativos del Poder Judicial de la Federación en 
su conjunto, incluyendo la antes excluida Suprema Corte de Justicia. 

En el párrafo anterior se apunta que uno de los órganos debiera tener por vo-
cación el ponderar el desempeño judicial, esto debido a que en caso contrario 
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difícilmente se pueden realizar investigaciones serias y enjuiciamientos 
apropiados de las conductas de los servidores públicos en funciones juris-
diccionales. Pareciera partirse de la premisa de que bastará con la recepción 
de denuncias para, a partir de ellas, realizar una investigación que concluya 
con el establecimiento de la responsabilidad o no de las personas señaladas.

La realidad, sin embargo, que habrá de encontrar el flamante Tribunal de 
Disciplina Judicial es otra. A lo largo de treinta años se ha observado que mu-
chos abogados acuden a formular quejas administrativas con señalamientos 
en contra de servidores públicos de juzgados y tribunales meramente como 
una estrategia para poder cobrar más a sus clientes. O en otras palabras, al 
hacer creer al cliente que se trata de un procedimiento de impugnación sin 
explicar que inclusive si resulta fundada la denuncia esto no le ayudará al 
cliente a obtener una sentencia favorable.

Debe tenerse presente que hoy en día casi la mitad de los órganos ju-
risdiccionales federales tienen una estructura colegiada que exige para la 
ponderación del desempeño el conocer cómo es que se da la actuación de 
tres equipos de trabajo que convergen en una acción colectiva en la cual 
resulta complicado, por decir lo menos, el determinar por ejemplo a quien 
de los servidores públicos del tribunal se puede atribuir una dilación. Este 
último aspecto es verdaderamente crucial luego de las recientes reformas 
constitucionales en materia de demora en la resolución definitiva de casos 
penales y fiscales que exigen un escrutinio bastante más riguroso y detallado 
que el verificar si se ha cumplido o no una fecha. Igualmente, complicado 
resulta el establecer, de ser el caso a un servidor público como responsable 
de la demora. La única manera de descubrir prácticas indebidas o incluso 
ilícitas en las diversas etapas de los procedimientos judiciales es mediante un 
esmerado análisis del desempeño de los órganos jurisdiccionales y no como 
erróneamente se piensa enfocándose en las personas que laboran en ellos, 
actitud que muchas veces supone una presunción de incorrección.

Al analizar una demora en un órgano jurisdiccional de última instancia 
no puede asumirse que corresponde atribuir la resolución fuera de plazo  
al juzgador de última instancia. Asumir una actitud de esta naturaleza 
produciría el resultado no deseado de que el tribunal de última instancia inti-
midado ante el señalamiento de haber excedido el plazo saque la resolución  
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sin el estudio y la deliberación que se supone y exige de un tribunal de 
última instancia.

La reforma judicial de 2024 ubica al órgano de evaluación del desempeño 
judicial en la estructura del Tribunal de Disciplina Judicial. Esta adscripción 
parece riesgosa, pues fácilmente puede la evaluación del desempeño devenir 
en prácticas inquisitoriales al estar sesgadas hacía establecer desviaciones, 
incorrecciones o ilicitudes.

El órgano de evaluación del desempeño, previsto como parte del Tribunal 
de Disciplina Judicial, parece estar concebido bajo el modelo de lo que ha sido 
la visitaduría y su grupo de visitadores realizando ya sea visitas ordinarias 
o extraordinarias. Hoy en día, las visitas ordinarias no hace falta realizarlas 
a partir de los datos contenidos en el sistema integral de seguimiento de ex-
pedientes, se pueden consultar los aspectos que interese considerar y a partir 
de los hallazgos solicitar información adicional pormenorizada. 

Solamente así logrará el naciente tribunal quitarse la imagen de un ente 
inquisidor en busca de personas a quienes aplicar sanciones para cumplir una 
cuota. Adicionalmente, las visitas resultan verdaderos actos de molestia para 
los órganos jurisdiccionales que prácticamente deben suspender actividades 
durante una visita.

Más grave aún resulta el que las acciones del Tribunal de Disciplina sean 
vistas como advertencias que pueden materializarse en cualquier momento. 
Esto atentaría seriamente contra la independencia del poder judicial y la 
autonomía de los juzgadores al exponer a estos últimos a presiones ante 
eventuales injerencias que pudieran ser aprovechadas por poderes fácticos, 
así como prohijar prácticas que eran comunes en épocas que ya se vivieron 
con presencia de un partido hegemónico.

 Al revisar los logros y las deudas del Consejo de la Judicatura Federal; sin 
duda, dentro de los primeros, vale destacar el establecimiento de la carrera 
judicial y, entre los segundos, el no concretar un sistema de servicio civil  
de carrera.

Para atemperar la tormenta que podría azotar al poder judicial con una 
nueva disciplina inquisitorial con cuotas a alcanzar, la mejor manera sería 
aprovechar el mayor logro del Poder Judicial de la Federación: la carrera 
judicial y que las personas que lleguen de las urnas a desempeñarse como 
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juzgadoras sin experiencia previa se pongan en manos de quienes han logrado 
mediante esfuerzo, estudio y aprobación de exámenes rigurosos llegar a la 
antesala de la titularidad de los órganos jurisdiccionales y entender que el 
mandato de las urnas que se les ha conferido es para prepararse con ahínco 
para, una vez interiorizado con su nueva responsabilidad, que la puedan 
afrontar al lado del equipo que han encontrado en su juzgado o su tribunal.

Aquellas personas que sean nombradas integrantes del órgano de adminis-
tración judicial bien harán en abocarse de inmediato a crear un servicio civil 
de carrera que continúa como asignatura pendiente después de treinta años al 
tiempo que mantengan sus objetivos en el horizonte del mediano plazo para 
poder diseñar políticas públicas que permitan desarrollar un nuevo poder 
judicial, en su conjunto, ahora que se ha abierto la oportunidad de contar con 
una administración única y unificada. Su primera responsabilidad es la de 
coordinar el funcionamiento entre los órganos del poder judicial.

 


